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;Cudles son los limites de la libertad de expresion en el contexto

de una institucion de educacion publica superior? A partir de

un caso resuelto por las instancias de justicia, los autores de

este articulo exponen los alcances y la amplitud de la libertad

de cdtedra y de pensamiento, asi como la naturaleza del ejerci-

cio critico ante los funcionarios universitarios.

INTRODUCCION

Es un lugar comun sostener que la libertad de expresiéon
constituye un derecho esencial en el Estado constitucio-
nal, al grado de que se le reconoce una posicién prefe-
rente en el ordenamiento juridico.! Manifestar y compar-
tir nuestra manera de pensar el mundo no solo resulta
un ejercicio valioso en términos de autoexpresién sino

también la via para ejercer otros derechos, como el de

! La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nacién ha
desarrollado su postura sobre este tema, principalmente, en el amparo
directo en revision 2044/2008 fallado el 17 de junio de 2009, en el am-
paro directo 28/2010, fallado el 23 de noviembre de 2011, en el ampa-
ro directo 8/2012, fallado el 4 de julio de 2012 y en el amparo directo
16/2012, fallado el 11 de julio de 2012.
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asociacién, peticién, libertad religiosa, participacién
politica o informacién. Este valor instrumental de la li-
bertad de expresién revela su estrecha relacién con la
democracia, régimen en el que la libre circulacién de
las ideas es una condicién de existencia y preservacién.
En la medida en la que podemos discutir libremente,
podemos resolver los diferendos con palabras y votos,
no mediante armas.

Cudl es la consecuencia concreta de esta posicion
preferente? El efecto directo en la realidad es la pre-
suncién general de que todo discurso estd protegido,
independientemente de su contenido —indtil, polé-
mico o hasta ofensivo—. Serd dnicamente cuando exis-
ta la clara lesién o amenaza de otro derecho humano

que se podrd imponer una sancién a la manifestacién
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de una idea. Dicha responsabilidad serd, necesariamen-
te, ulterior.?

Si bien todas las formas de expresién estdn « priori
protegidas por la libertad consagrada en los articulos 6
y 7 de la Constitucién Politica de los Estados Unidos
Mexicanos, existen ciertos tipos de discurso que reciben
una proteccién especial derivada, en buena medida, de
su valor instrumental para el ejercicio de otros derechos
humanos. El ejemplo miés claro es el discurso politico,
cuyo blindaje resulta evidente para el correcto funcio-
namiento de un régimen democrético. Asimismo, exis-
ten otras expresiones, manifestaciones y opiniones que
también gozan de una singular entidad, dado el con-
texto en el que se emiten.

El objetivo de este articulo es sefialar las razones por
las cuales la universidad publica constituye un espacio
en el que la libertad de expresién encuentra un especial
resguardo. Para ello, se analizard un caso fallado recien-
temente por la Primera Sala de la Suprema Corte de
Justicia de la Nacién en el que se cimienta constitucio-
nalmente esta idea. Posteriormente, sefialaremos algu-
nos de sus principales efectos.

DIFERENDO UNIVERSITARIO

En el amparo directo en revisién 3123/2013, la Prime-
ra Sala conocié un asunto en el que se encontraban en
pugna los derechos a la libertad de expresién y el dere-
cho al honor. En el caso especifico, la coordinadora de
un programa de posgrado de una universidad publica
demandé en la via ordinaria civil a una profesoray a una
alumna postulante al doctorado el pago de una indem-

nizacién por dano moral derivado de la distribucién

2 De ahf la prohibicién expresa de la censura previa en nuestra
Constitucién.

por Internet de diversos comunicados dirigidos a la co-
munidad universitaria.

En esos documentos, las codemandadas hicieron
una dura critica al proceso de seleccién de los candi-
datos al programa de doctorado, cuestionaron el estric-
to apego a los lineamientos del Conacyt y sefialaron
que la actitud de la coordinadora ponia en peligro la
calidad de la investigacién y de los trabajos finales.
Ademds, la alumna demandada manifesté haberse sen-
tido humillada por la coordinadora durante una en-
trevista realizada en sus oficinas. Dicha informacién
contenfa, a juicio de la coordinadora del posgrado, ex-
presiones que le ocasionaron menoscabo a su reputa-
cién y prestigio institucional en su centro de trabajo.
Las codemandadas dieron contestacién a la demanda
negando la accién y a su vez demandaron a la actora
por dafios y perjuicios. El juez de primera instancia
absolvié a ambas partes de las prestaciones reclama-
das; la Sala de apelacién confirmé dicha resolucién.
En contra de tal decisién, la coordinadora promovié
juicio de amparo, mismo que fue negado por el Tri-
bunal Colegiado que conocié del asunto. La coordi-
nadora interpuso recurso de revisidn, resuelto por la
Primera Sala en la sesién del 7 de febrero de 2014.3

En la propuesta hecha a la Sala se plante6 confirmar
la sentencia dictada por el Tribunal Colegiado y negar
el amparo a la funcionaria universitaria que solicité la
indemnizacién por dafio moral. Por unanimidad de cin-
co votos, se resolvié en dicho sentido, privilegiando el
derecho de expresién de las demandadas por encima del
derecho al honor de la funcionaria universitaria. Para
ello, la resolucién versé sobre tres ejes fundamentales:
1) la funcién realizada por la coordinadora del posgra-
do, 2)el contenido de la informacién divulgada, y 3) el
dmbito en el que fue generada.

3 Se trata del amparo directo en revisién 3123/2013.
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Respecto del primer punto, la Sala consideré que
para resolver el asunto era necesario tomar en cuenta la
actividad realizada por la quejosa, destinataria de la de-
traccién y el reproche, quien al momento de los hechos
fungia como coordinadora del proceso de preseleccién
de los alumnos de posgrado en cierta especialidad. Se
precisé que la sefiora fungfa como servidora publica, por
lo que estaba obligada a tolerar un mayor grado de cri-
tica respecto de sus funciones.

Para dicha conclusién, la sentencia alude a la natu-
raleza juridica de la universidad publica como un orga-
nismo descentralizado del Estado con personalidad ju-
ridica y patrimonio propio. Segun se desprende de la
ley orgénica de la universidad, dicha institucién cons-
tituye un ente publico que forma parte de la adminis-
tracién publica y, por ende, del Estado, y si bien pre-
senta una autonomia orgdnica, tal circunstancia tiende a
la necesidad de lograr mayor eficacia en la prestacién del
servicio que le estd atribuido —Ila imparticién de educa-
cién superior fundamentada en la libertad de ensefian-
za—, sin implicar su separacién de la estructura estatal.

La autonomfa universitaria, prevista en la fraccién
VII del articulo 3° de la Constitucidn, consiste en la fa-
cultad de gobernarse a si mismas, respetando la libertad

de cdtedra e investigacion y de libre examen y discu-

4 Fue a partir del ya citado amparo directo en revisién 2044/2018,
también conocido como Caso Acdmbaro, en el que la Primera Sala de la
Suprema Corte de Justicia de la Nacién adopté lo que la Relatorfa Es-
pecial para la Libertad de Expresién denomind como “sistema dual de
proteccién”. De conformidad con este, los limites de la critica son mds
amplios si esta se refiere a personas que, por dedicarse a actividades pu-
blicas o por el rol que desempefian en una sociedad democratica, estdn
expuestas a un mds riguroso control de sus actividades y manifestacio-
nes que aquellos particulares sin proyeccién publica alguna. Lo ante-
rior resulta evidente si se toma en cuenta que en un sistema inspirado
en valores democriticos, la sujecién a esa critica es inseparable de todo
cargo de relevancia publica. Véase CIDH, Informe Anual, Relatorfa Es-
pecial para la Libertad de Expresién, Capitulo II.B, apartado 1, 1999.
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sién de las ideas; en la posibilidad de fijar los términos
de ingreso, promocién y permanencia de su personal
académico y la responsabilidad de administrar su pa-
trimonio. Asimismo, si bien las relaciones laborales de
las universidades publicas, tanto del personal académi-
co como del administrativo, se norman por el Apartado
A del articulo 123 de la Constitucidn, ello de ninguna
manera le resta cardcter de servicio publico a la impar-
ticién de educacién superior prestada por las universi-
dades auténomas.

Por lo anterior, la Sala concluyé que la coordinadora
del posgrado era indudablemente una funcionaria uni-
versitaria cuyo cargo le conferfa potestades administra-
tivas relacionadas con una funcién estatal: impartir edu-
cacién en los niveles establecidos por la Constitucidn.
Por ello se encontraba plenamente justificado el mayor
escrutinio al que estd sometido su desempeno, claro
estd, en el marco establecido por la propia Constitu-
cién y los tratados internacionales suscritos por el Esta-
do mexicano.

La razdn de ser de este mayor umbral de tolerancia
hacia la critica que deben tener los funcionarios publi-
cos es que las afirmaciones y apreciaciones sobre su actua-
cién fomentan la transparencia y el anlisis de la gestién
estatal. Es decir, en una sociedad democratica, debe ser
muy restringido el margen que limita el debate de cues-
tiones de interés publico. Ello no implica que los fun-
cionarios no puedan ser judicialmente protegidos en
cuanto a su honor cuando este sea objeto de ataques in-
justificados, pero han de serlo de acuerdo con los prin-
cipios del pluralismo democritico y a través de meca-
nismos que no generen inhibicién ni autocensura.’

La siguiente pregunta fue: ;qué constituye un ata-
que injustificado hacia un funcionario publico? El estin-

5 Corte IDH, Cuaso Herrera Ulloa vs. Costa Rica, sentencia del 2 de
julio de 2004, Serie C No. 107, pérrafo 128.



dar que se utiliza para evaluarlo, en términos de la juris-
prudencia interamericana sobre libertad de expresién,
es el de malicia efectiva. Esto es, se podrd imponer una
sancion civil derivada de la emisién de opiniones, ideas
o juicios dirigidos a un funcionario cuando existe znfor-
macion falsay divulgada con la intencion de dajiar.® En
el caso concreto, al aplicar dicho estdndar al contenido
de informacién distribuida por las demandadas en la
comunidad universitaria, la Primera Sala concluyé que
no se advertia malicia efectiva. Ello, al tomarse en cuen-
ta que la expresién difundida ) tuvo como principal
objetivo un juicio de valor critico al desempefio de la
quejosa como coordinadora del posgrado, &) que no se
involucré la imputacién de delitos, ¢) que no existi6 se-
fialamiento de hechos o temas referentes a la vida per-
sonal de la recurrente, &) que las opiniones manifesta-
das no estdn sujetas a un ejercicio de correspondencia
con la realidad, toda vez que los sentimientos y aprecia-
ciones no pueden “probarse”, y ¢) que los hechos sefia-
lados, que s pueden probarse, habian sido relatados por
las demandadas de manera veraz.” Por los factores apun-
tados, la Primera Sala concluyé que en el caso concreto
lo divulgado se habia dado en el marco de una critica se-
ria al desempefio de una funcionaria, por lo que cons-
tituy6 un ejercicio legitimo de la libertad de expresion.

Respecto del tercer eje apuntado, en la sentencia se
reconocié que tenia especial relevancia el dmbito aca-
démico en el que se habfa desarrollado el diferendo. En
este sentido, la Sala hizo énfasis en que la libertad de
pensamiento y expresion constituye la esencia de la acti-
vidad y de la vida universitaria, cuya funcién no se re-
duce a transmitir el conocimiento ya existente, sino que
incluye la exploracién de sus limites y posibilidades.®
Con base en lo anterior sostuvo que en un ambiente
universitario, cualquier restriccién al contenido de una

expresion es particularmente perniciosa, al grado de que

6 La Primera Sala desarroll6 a plenitud el estindar de malicia efec-
tiva en el amparo directo 28/2010.

7 La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nacién se
ha pronunciado en el sentido de que la informacién, cuya bisqueda, re-
cepcién y difusién protege, debe ser “veraz” e “imparcial”. La veracidad
no implica que deba tratarse de informacién “verdadera”, clara e incon-
trovertiblemente cierta, pues ello desnaturalizarfa el ejercicio del de-
recho ala libertad de expresién y el derecho a la informacién. Lo que la
veracidad encierra es simplemente una exigencia de que la informacién
destinada a influir en la formacién de la opinién publica tenga atrds un
razonable ejercicio de investigacién y comprobacién encaminado a
determinar si lo que quiere difundirse tiene suficiente asiento en la rea-
lidad. Por su parte, la imparcialidad es una barrera contra la tergiversa-
cién abierta, contra la difusién intencional de inexactitudes y contra el
tratamiento no profesional de informaciones cuya difusién podria
tener un impacto notorio en la vida de las personas involucradas, en el
entendido de que la “imparcialidad absoluta” es incompatible con el
derecho a obtener informacién util y los beneficios del intercambio
libre y vigoroso de ideas. Véase, nuevamente, el amparo directo en re-
visién 2044/2008.

8 Héctor Fatindez Ledesma, Los limites a la libertad de expresion,
UNAM, México, 2004, pp. 140-145.

en ocasiones puede ser incompatible con la investiga-
cién y difusién del conocimiento. A partir de esta refle-
xi6n, la Sala reforzé la exigencia de un mayor dmbito
de tolerancia en ese contexto, “a fin de arribar a la ver-
dad no a golpe de sentencias, sino mediante la con-
frontacién de las ideas”.

CONSECUENCIAS PRACTICAS

La sentencia resefiada incide directamente en la delinea-
cién de los limites a la libertad de expresién en la uni-
versidad publica y perfila una posicién privilegiada de
este derecho en el contexto académico. En primer lu-
gar, se reconoce explicitamente que los funcionarios
universitarios deben tolerar una mayor intromisién en
su derecho al honor, ala vida privaday a su propia ima-
gen, cuando reciban criticas sobre su desempefio en el
cargo. Ello, se insiste, no los priva del goce de estos de-
rechos, evidentemente, pero si les exige un umbral mds
elevado de comprensién derivado de su funcién. Este
nexo entre persona y funcién en la universidad publica
permite destacar que la autonomia universitaria no debe
entenderse como un aislamiento frente al Estado, sino
como un mayor compromiso de gestién publica ante
uno de los més altos mandatos previstos en la Consti-
tucién: la ensefianza publica superior. Y es justamente
la critica abierta la que mejor fomenta la transparencia
en este dmbito particularmente sensible para el desa-
rrollo nacional.

En segundo lugar, la resolucién constituye un pre-
cedente relevante para la comunidad universitaria en el
sentido de que reconoce que el flujo de ideas e infor-
maciones en nuestro contexto académico, asi como el
contraste de las mismas, permite tener una mejor per-
cepcién de los hechos y de lo que se considera que corres-
ponde a la verdad. Por ende, en un dmbito tan com-
prometido con el debate de las ideas, donde se produce
el grueso del conocimiento, la discusién debe seguirse
en las aulas y solo, de manera muy excepcional, en los
tribunales. Los miembros de la comunidad universita-
ria deben sentirse libres para expresar su pensamiento
sobre cualquier tema, sin que la amenaza de una posi-
ble demanda civil penda sobre sus cabezas como espa-
da de Damocles. Esta vocacién de apertura y didlogo
—que probablemente implica para los universitarios el
desarrollo de una “piel gruesa”— es la mejor herramien-
ta para estimular el crecimiento intelectual.

Lo anterior, por supuesto, no debe entenderse como
un “cheque en blanco” para el abuso y la descalifica-
cién en la universidad, pero si representa un compro-
miso constitucional con la deliberacién en el marco de
los derechos humanos, también, dentro del contexto

universitario. U
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